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I. 68.467 “DINEA S.R.L. S/ INCONSTITUCIONALIDAD LEY 12.297 Y DECRETO 1897/2002”

//Plata,   8  de  NOVIEMBRE de 2006.


VISTO


 
La demanda originaria de inconstitucionalidad interpuesta a fs. 15/20, la providencia del señor Presidente obrante a fs. 31, y


CONSIDERANDO



I. La empresa “Dinea S.R.L.”, por medio de su gerente y representante legal, promueve demanda en los términos del artículo 161 inciso 1º de la Constitución provincial, procurando la declaración de invalidez constitucional de los artículos 15, 24 incs. “c” y “f”, y 44 de la ley 12.297; así como de los artículos 6, 15, 22 y 44 del decreto Nº 1897/02 y de todas las disposiciones específicas de rango inferior a ellas, en tanto resultarían violatorias de los artículos 10, 11 y 27 de la Constitución provincial y de los artículos 14 y 17 de la Carta Magna nacional.


En cuanto a la oportunidad de la petición, considera que más allá de que las normas cuya declaración de inconstitucionalidad requiere han sido dictadas y puestas en vigencia en los años 1999 y 2002, respectivamente, no resulta de aplicación al caso el plazo de caducidad previsto en el art. 684 del C.P.P.P., en tanto la normativa cuestionada aún no ha sido aplicada a su respecto, y deduce la acción con una finalidad preventiva.


Agrega, por otra parte, que mediante la acción impetrada se intenta proteger las libertades garantizadas por el art. 27 de la Constitución provincial que permiten el libre ejercicio del trabajo, industria y comercio en cabeza de los habitantes de la Provincia, por lo que no resultaría de aplicación el mentado plazo, citando a tal efecto jurisprudencia del Tribunal.

II. Mediante providencia del señor Presidente del 25—X—06 se confirió traslado de la demanda a la Asesoría General de Gobierno por el plazo de quince días y, a los fines de resolver la medida cautelar solicitada, se pasaron los autos al Acuerdo (fs. 31).

III. 1. Toda vez que el examen de la admisibilidad de la demanda originaria de inconstitucionalidad es atribución que corresponde a esta Suprema Corte, y no habiéndolo realizado in limine litis -puesto que la providencia simple que corrió traslado a fs. 31 no emanó del Tribunal-, cabe efectuarlo en esta oportunidad, teniendo en cuenta para ello que el análisis de la procedencia extrínseca de las demandas de inconstitucionalidad deriva de las atribuciones que el Tribunal debe ejercer de oficio en esta clase de juicio (“Acuerdos y Sentencias”, 1973-II-1129; 1987-IV-329; causa I. 1042, D.J.B.A., t° 122, p. 250; causas I. 1.205, “Maluéndez”, sent. 13‑X‑87; I. 1520, “Peltzer”, sent. del 14—XII—93).

2. El representante de la empresa actora afirma que no resulta de aplicación al presente el plazo de caducidad previsto en el artículo 684 del C.P.C.C., por un doble orden de consideraciones: que hasta el presente la normativa cuestionada no le ha sido aplicada, y que mediante la acción se pretende la protección de los derechos garantizados por el art. 27 de la Constitución provincial.

IV. 1. La ley 12.297, que regula las actividades de las personas jurídicas prestadoras de servicios de seguridad privada que se desarrollen en el territorio de la provincia, fue publicada en el Boletín Oficial provincial con fecha 8—VI—1999. 

En lo que aquí es objeto de litigio, la norma mencionada estableció, respecto a las empresas prestadoras de servicios de seguridad privada, la obligación de utilizar solamente los medios materiales y técnicos autorizados y homologados por el Ministerio de Justicia y Seguridad, de manera que se garantice su eficacia y se evite la producción de cualquier tipo de daños o perjuicios a terceros o se ponga en peligro la seguridad pública (art. 15); y se fijaron como requisitos para el otorgamiento de la habilitación correspondiente el constituir las garantías que establezca periódicamente la autoridad de aplicación para satisfacer eventuales responsabilidades (art. 24 inc. “c”) y el pago de una tasa (arts. 24 inc. “f” y 44).

Mediante decreto Nº 1897/02 (B.O.P. del 30—VIII—02), la ley 12.297 fue reglamentada, siendo objeto de impugnación en la presente sus artículos 6, 15, 22 y 44.

2. El motivo de la controversia gira, en lo sustancial, en torno de la invocada afectación de los derechos constitucionales a ejercer la industria y el comercio lícitos así como el de propiedad (conf. doctr. causa I. 1.631 “Labinca S.A.”, sent. 17-II-1998). Es claro entonces que la cuestión controvertida posee contenido patrimonial, circunstancia que impone verificar si (dadas las circunstancias del caso( la demanda ha sido presentada temporáneamente (art. 161 inc. 1º, Const. prov.; arts. 684 y 685 del C.P.C.C.).

3. El referido plazo de caducidad debe computarse, según el art. 684 del C.P.C.C., “desde que el precepto impugnado afecte concretamente los derechos patrimoniales del actor”.


Por principio, y más allá del supuesto en que la pretensión se ejerce con finalidad preventiva, aquella afectación ha de verificarse, conforme lo ha entendido el Tribunal, cuando se produce la aplicación de la disposición cuestionada (conf. “Acuerdos y Sentencias”: 1968, p. 521; 1971-I-77; 1970-I-483; 1971-II-701; 1972-II-788; 1977-I-786; causas I 1.514, "Chirdo", res. del 23-IV-91; I. 1513, “Merlo”, res. del 28-V-91; I 1.579, "Miño", res. del 10-XII-92; I. 1645, “Frigoni”, res. del 26-VII-94; I. 1691, “Genovese”, res. del 14-II-95; I. 1.874 "De Kroon”, res. del 26-V-96; I. 1591, “González”, res. del 20-X-98; I. 2.160 "Parque Eterno C.A.", res. del 27-IV-99; I. 2.198 "Ecological Tiger S.A.”, res. del 23-VIII-00, entre otras).

Ahora bien, la regla así establecida no implica que, en ningún caso, el término comience a computarse desde la promulgación o publicación de la norma —como lo entendió el Tribunal en antiguos pronunciamientos (Acuerdos y Sentencias: Serie 7, t. IX, p. 110; Serie 10, t. VI, p. 178; Serie 11, t. I, p. 320 y t. VII, pág. 350; Serie 12, t. II, p. 70; Serie 13, t. I, p. 532)—, pues se trata de una cuestión de hecho determinar si la afectación concreta a que alude la disposición del C.P.C. y C. no se produce con alguno de esos actos, toda vez que a partir de allí podría presentarse un supuesto en que la norma cuya constitucionalidad se objeta resulte susceptible de ser aplicada al impugnante. 

Así, esta Corte ha resuelto que si del relato y antecedentes del caso surgía que la afectación de la situación invocada por el actor se pro​dujo con el dictado de la norma que cuestiona, al estable​cerse en ella la obligación tributaria de aplicación a su situación y quedando con su vigencia, sujeto el demandante al cumplimiento de tal imposición, el plazo de caducidad debía computarse desde ese momento (causa I. 1.854, “Lamano”, res. del 11-X-1995).

4. Vale tener presente que conforme se desprende de la documentación acompañada, la empresa “Dinea S.R.L.” fue constituida con fecha 10 de septiembre de 2004 (ver fs. 9/10), debiendo en consecuencia concluirse, de un lado, que desde dicha fecha el demandante conocía o debía conocer la normativa que resultaba de aplicación a la actividad que desarrollaría y, de otro, que las normas que ahora cuestiona le fueron aplicadas desde ese momento.

Teniendo en cuenta que en autos la demanda se dedujó el 28—XII-2005 (ver cargo de fs. 20 vta.), esto es, transcurridos varios meses desde que la normativa cuestionada afectó en forma concreta los derechos patrimoniales de la empresa actora, cabe concluir que el plazo se encuentra vencido, por lo que la demanda debe ser desestimada en tanto ha fenecido la posibilidad de que esta Corte ejercite su jurisdicción en forma originaria, sin perjuicio del derecho de la actora a efectuar los reclamos que estime correspondan en defensa de los derechos patrimoniales que reputa afectados (art. 684 del C.P.C.C.; doct. causa I. 1.431, “Federación Patronal”, sent. del 16—VIII—1994, Ac. y Sent. 1994—III—422). 

Por las razones expuestas, el Tribunal 

RESUELVE

I. Dejar sin efecto la providencia de fs. 31.

II. Desestimar "in limine" la demanda de inconstitucionalidad interpuesta a fs. 15/20 por extemporánea (arts. 161 inc. 1º de la Const. prov.; arts. 684 y 336 del C.P.C.C.).

Regístrese y notifíquese.
FDO. SO.HI.PE.KO.DL.

Registrada bajo el Nº 888
Ricardo Ortiz

Secretario

